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SERVICIOS JURÍDICOS

Informe emitido a petición de la Junta de Portavoces, de fecha 2 de septiembre de 2013, sobre la adecuación al ordenamiento jurídico de la proposición de modificación del Art. 61.1 y 2 de la Ley Foral 19/1992 del Impuesto sobre el Valor  añadido.

Pamplona, 2 de octubre de 2013

Don Manuel Pulido Quecedo, Letrado de la Cámara, tiene el honor de elevar a la Junta de Portavoces el siguiente 

INFORME

Sobre la adecuación al ordenamiento jurídico de la proposición de modificación del Art. 61.1 y 2 de la Ley Foral 19/1992, de 30 de diciembre del Impuesto sobre el Valor Añadido

I

ANTECEDENTES

1.º La Junta de Portavoces en sesión celebrada el día 2 de septiembre  de 2013, adoptó entre otros el siguiente Acuerdo:

“En sesión celebrada el día 2 de septiembre de 2013, la Junta de Portavoces del Parlamento de Navarra, adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo:

Vista la Proposición de Ley Foral de modificación de la Ley Foral 19/1992 del Impuesto sobre el Valor Añadido, formulada por los Ilmos. Sres. D. Manu Ayerdi Olaizola y D. Patxi Leuza García (No adscritos), SE ACUERDA:

1.º Solicitar la emisión de un informe jurídico sobre la adecuación al ordenamiento de jurídico de la mencionada Proposición de Ley Foral. (8-13/PRO-00037).

2.º Trasladar el presente Acuerdo a los Servicios Jurídicos de la Cámara.”

2.º El texto de la proposición de Ley Foral de modificación de la Ley foral 19/1992, de 30 de diciembre presentado por los parlamentarios no adscritos, Sres. Ayerdi Olaizola y Leuza García, es el siguiente:
“Manu Ayerdi Olaizola y Patxi Leuza García, parlamentarios forales, al amparo de lo establecido en el Reglamento del Parlamento de Navarra, presentan la siguiente Proposición de Ley Foral de modificación de la Ley Fora119/1992 del Impuesto sobre el Valor Añadido y solicitan su tramitación por el procedimiento de lectura única.

Exposición de motivos

Los empresarios que emprenden un nuevo negocio tienen que hacer frente, en la coyuntura actual, a enormes dificultades, entre ellas, y sobremanera, la de la financiación, especialmente cuando la nueva idea de negocio implica inversiones iniciales.

Esas inversiones iniciales, sobre todo si son relativamente importantes, exigen el abono de unas cuantías de IVA muy significativas, que implican un esfuerzo adicional para los socios extraordinariamente relevante.

Además, ese IV A correspondiente a las inversiones difícilmente podrá ser compensado con la rapidez que les convendría a los socios por el saldo positivo generado por la propia actividad de la empresa que nace.

De acuerdo con la legislación vigente, la empresa deberá esperar a la declaración correspondiente a 31 de diciembre ( la realizada a finales de enero ) para solicitar la devolución del saldo negativo de IVA que pudiera existir, ya partir de ahí, esperar un plazo de hasta 6 meses para cobrar, es decir, hasta finales de julio. En resumidas cuentas, el lVA de unas inversiones realizadas en un año no podrá ser recuperado antes de julio del año siguiente.

En la coyuntura actual, en la que tan importante es facilitar la implantación de nuevas empresas, es fundamental recoger un supuesto especial que permita acelerar esas devoluciones, y por lo tanto, que reduzca los problemas de financiación de los socios.

Es verdad que existe una posibilidad de acogerse a un régimen de devolución mensual, pero no está pensado para un momento puntual ( el arranque de la actividad ), por lo que sus exigencias formales no facilitan las cosas.

Por todo ello, se plantea modificar el artículo 61 de la Ley de acuerdo con la siguiente propuesta:

Artículo Único. Modificación del artículo 61 de la Ley Foral 19/1992 del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Apartado 1. Se añade un párrafo al final del apartado 1 de acuerdo con la siguiente redacción:

"En el caso de que, a la fecha de la presentación de las autoliquidaciones previstas legalmente, no haya transcurrido todavía un año desde el alta de sujeto pasivo en el registro habilitado en Hacienda, la solicitud de devolución a la que hace referencia el párrafo anterior podrá hacerse en cualquiera de las citadas autoliquidaciones, sin esperar a la correspondiente al final del ejercicio."

Apartado 2. Se añade un párrafo segundo tras el primer párrafo del apartado 3 de acuerdo con la siguiente redacción:

”En el supuesto establecido en el párrafo segundo del apartado primero del presente artículo, el plazo de 6 meses recogido en el párrafo anterior se acortará hasta los 2 meses.”

3.º El gobierno de Navarra por Acuerdo de 18 de septiembre de 2013, ha manifestado su disconformidad con la tramitación y a la toma en consideración de la Proposición de Ley Foral por la que se modifica la Ley Foral 19/1992 del Impuesto sobre el Valor Añadido, en los términos siguientes: 

 “ACUERDO de 18 de septiembre de 2013, del Gobierno de Navarra por el que se  manifiesta la disconformidad con la tramitación y a la toma en consideración de la Proposición de Ley Foral por la que se modifica la Ley Foral 19/1992 del Impuesto sobre el Valor Añadido.
PROPUESTA
Los Ilmos. Srs. D. Manu Ayerdi Olaizola y D. Patxi Leuza García, Parlamentarios no adscritos, presentaron, con fecha 30 de julio de 2013, una Proposición de Ley Foral por la que se modifica la Ley Foral 19/1992 del Impuesto sobre el Valor Añadido.
Mediante Acuerdo de la Mesa del Parlamento de Navarra de 2 de septiembre de 2013 se ordenó la publicación de la citada Proposición en el Boletín Oficial del Parlamento y su remisión al Gobierno de Navarra a los efectos previstos en el artículo 148 del Reglamento de la Cámara.

La citada Proposición de Ley Foral pretende la adición de dos párrafos al artículo 61 de la Ley Foral 19/1992, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, mediante los cuales se adelantaría la devolución de los saldos favorables por el citado Impuesto a los sujetos pasivos que hubieran iniciado una actividad durante el primer año de la misma, permitiéndoles formular la solicitud de devolución en cualquiera de las autoliquidaciones trimestrales, sin necesidad de esperar a la correspondiente al final del ejercicio.
Argumentan para ello que quienes emprenden un nuevo negocio soportan unas importantes cargas financieras que no pueden verse agravadas con demoras en la devolución de los saldos favorables por el Impuesto sobre el Valor Añadido.
En primer lugar, ha de manifestarse la disconformidad con la tramitación de la Proposición de Ley Foral, con base en lo dispuesto en el artículo 148.3 del Reglamento del Parlamento de Navarra, dado que su asunción supondría una cierta disminución de ingresos en el ejercicio en curso, al producirse algún adelantamiento temporal en las devoluciones del Impuesto sobre el Valor Añadido.
Por otro lado, y sobre la base ahora del artículo 148.2 del mencionado Reglamento, ha de rechazarse la citada Proposición debido a que según el artículo 32 del Convenio Económico vigente, “en la exacción del Impuesto sobre el Valor Añadido, incluido el recargo de equivalencia, Navarra aplicará los mismos principios básicos, normas sustantivas y formales vigentes en cada momento en territorio del Estado”, limitándose la autonomía de Navarra en este impuesto a lo referente a la aprobación de los modelos de declaración e ingreso, siendo así que la modificación propuesta constituye un apartamiento de la normativa estatal en la materia.

Visto el texto de la Proposición de Ley Foral, el Gobierno de Navarra, a propuesta de la Consejera de Economía, Hacienda, Industria y Empleo,

ACUERDA

 1º. Manifestar, al amparo de lo previsto en el artículo 148.2 del Reglamento del Parlamento de Navarra, la disconformidad a la toma en consideración de la Proposición de Ley Foral por la que se modifica la Ley Foral 19/1992 del Impuesto sobre el Valor Añadido.

 2º. Manifestar, al amparo de lo previsto en el artículo 148.3 del Reglamento del Parlamento de Navarra, la disconformidad con la tramitación de la citada Proposición de Ley Foral, por suponer una disminución de los ingresos presupuestarios del ejercicio en curso.

3º. Trasladar el presente Acuerdo al Parlamento de Navarra y a la Secretaría General Técnica del Departamento de Economía, Hacienda, Industria y Empleo a los efectos oportunos.

Pamplona, 18 de septiembre de 2013

EL CONSEJERO SECRETARIO DEL GOBIERNO DE NAVARRA

Javier Morrás Iturmendi”

II

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. El trámite de toma en consideración y la posición del gobierno

Como señalamos en nuestro anterior informe, de 31 de mayo de 2012 en un supuesto analogable, el artículo 148.2 del Reglamento de la cámara establece en una interpretación que tiene su inspiración en el reglamento del Congreso de los diputados, la posibilidad de que la Diputación foral o Gobierno de Navarra como co-titular de la iniciativa legislativa y responsable de la acción de gobierno manifieste su posición sobre la toma en consideración de una proposición de ley foral.
El trámite de toma en consideración de una proposición de ley foral se configura en nuestro sistema parlamentario como un juicio de oportunidad  política en torno a la tramitación o no de una determinada proposición de ley  foral, según señaló de forma temprana el Tribunal Constitucional (ATC 659/1987, de 29 de mayo).

Dicha afirmación  debe modularse en relación con aquellas  iniciativas legislativas que afecten al contenido de la Ley de presupuestos del año en curso, donde el Gobierno sí tiene una suerte de veto si manifiesta de forma fehaciente que la iniciativa legislativa comporta una aumento o disminución de ingresos, siendo en este trámite muy significativo el papel que puedan jugar el Informe de valoración económica  de los Servicios de la Cámara o si así lo considera necesario por su complejidad, el emitido por la propia Cámara de Comptos en atención a su función de asesorar al Parlamento en materia económica financiera, tal como establece el Art. 4.2 b) de su Ley reguladora (Ley Foral 19/1984, de 20 de diciembre).

Todo ello sin perjuicio de que la decisión final corresponda -como señala el Art. 148.3 del Reglamento- a la Junta de Portavoces, cuya resolución no es discrecional o libérrima, sino que debe ser adoptada de conformidad con la doctrina de la STC 223/2006, de 6 de julio de tal suerte que si se acredita que la iniciativa legislativa afecta al aumento o disminución  de los ingresos del presupuesto del año en curso, no puede ni debe ser tramitada. 

Dicho de otro modo, la decisión de la Junta de Portavoces está jurídicamente vinculada a la posición del gobierno contrastada de la forma expuesta más arriba, dando así virtualidad jurídica al acto parlamentario de aprobación de los presupuestos. Y al mandato constitucional recogido en el Art. 134.6 de la CE, trasladado al Art. 148.3 del Reglamento de la Cámara, según la cual: toda proposición de ley que suponga aumento o disminución  de los ingresos presupuestarios requerirá conformidad del Gobierno para su tramitación.     

En el presente, a diferencia del supuesto dictaminado  en nuestro Informe de 31 de mayo de 2012, parece razonable la posición del Gobierno para el año en curso con presupuesto prorrogado que la aprobación produciría  “una cierta disminución de ingresos en el ejercicio en curso, al producirse algún adelantamiento temporal en las devoluciones del Impuesto sobre el Valor Añadido”.

Segundo. La regulación del Convenio Económico sobre Impuestos indirectos y legislación que la desarrolla

Tal como recogimos en nuestro anterior Informe de 31 de mayo de 2012, de cita aquí pertinente, el juicio de adecuación o conformidad de la proposición de ley Foral informada,  exige reparar o parar mientes en la regulación contemplada en el vigente convenio Económico.  

1. La regulación del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra (Ley 25/2003, de 15 de julio).

Según el Art. 32 la Normativa aplicable establece que Navarra en la exacción del Impuesto sobre el Valor Añadido, incluido el recargo de equivalencia, aplicará los mismos principios básicos, normas sustantivas y formales vigentes en cada momento en territorio del Estado. No obstante, la Administración de la Comunidad Foral de Navarra podrá aprobar los modelos de declaración e ingreso, que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.

2. La Ley Foral reguladora del Impuesto del Valor Añadido de Navarra de 1992

La Ley Foral 19/1992, de 30 de diciembre, en su redacción vigente contempla en su Art. 61 1. y 2. (Redacción del  DFLeg. Navarra 5/2008 de 29 diciembre 2008):

“1. Los sujetos pasivos que no hayan podido hacer efectivas las deducciones originadas en un período de liquidación por el procedimiento previsto en el Art. 45 de esta Ley Foral, por exceder la cuantía de las mismas de la de las cuotas devengadas, tendrán derecho a solicitar la devolución del saldo a su favor existente a 31 de diciembre de cada año en la autoliquidación correspondiente al último período de liquidación de dicho año.

2. No obstante, tendrán derecho a solicitar la devolución del saldo a su favor existente al término de cada período de liquidación los sujetos pasivos a que se refiere el Art. 62 de esta Ley Foral”.

Tercero. La legislación del Estado: Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido
El Art. 115 de la Ley 37/1992, del IVA contempla la siguiente redacción:

“Artículo 115.

Supuestos generales de devolución

Uno. Los sujetos pasivos que no hayan podido hacer efectivas las deducciones originadas en un período de liquidación por el procedimiento previsto en el artículo 99 de esta Ley, por exceder la cuantía de las mismas de la de las cuotas devengadas, tendrán derecho a solicitar la devolución del saldo a su favor existente a 31 de diciembre de cada año en la autoliquidación correspondiente al último período de liquidación de dicho año.

Dos. No obstante, tendrán derecho a solicitar la devolución del saldo a su favor existente al término de cada período de liquidación los sujetos pasivos a que se refiere el artículo 116 de esta Ley.“

Cuarto. El texto de la Proposición de Ley  Foral de Modificación del artículo 64. 1 y 2 de la base imposible de la Ley Foral 19/1992, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre el valor añadido

El objeto de la Proposición de Ley  Foral se resume en la Exposición de Motivos:

“Exposición de motivos
Los empresarios que emprenden un nuevo negocio tienen que hacer frente, en la coyuntura actual, a enormes dificultades, entre ellas, y sobremanera, la de la financiación, especialmente cuando la nueva idea de negocio implica inversiones iniciales.
Esas inversiones iniciales, sobre todo si son relativamente importantes, exigen el abono de unas cuantías de IVA muy significativas, que implican un esfuerzo adicional para los socios extraordinariamente relevante.
Además, ese IV A correspondiente a las inversiones difícilmente podrá ser compensado con la rapidez que les convendría a los socios por el saldo positivo generado por la propia actividad de la empresa que nace.
De acuerdo con la legislación vigente, la empresa deberá esperar a la declaración correspondiente a 31 de diciembre ( la realizada a finales de enero) para solicitar la devolución del saldo negativo de IVA que pudiera existir, ya partir de ahí, esperar un plazo de hasta 6 meses para cobrar, es decir, hasta finales de julio. En resumidas cuentas, el lVA de unas inversiones realizadas en un año no podrá ser recuperado antes de julio del año siguiente.

En la coyuntura actual, en la que tan importante es facilitar la implantación de nuevas empresas, es fundamental recoger un supuesto especial que permita acelerar esas devoluciones, y por lo tanto, que reduzca los problemas de financiación de los socios.

Es verdad que existe una posibilidad de acogerse a un régimen de devolución mensual, pero no está pensado para un momento puntual ( el arranque de la actividad), por lo que sus exigencias formales no facilitan las cosas.

Por todo ello, se plantea modificar el artículo 61 de la Ley.”
5. El acuerdo del Gobierno oponiéndose a la toma en consideración

El Gobierno ha adoptado en relación con la toma en consideración de la referida Proposición del presente acuerdo, que reproducimos, de nuevo,  en aras de la claridad expositiva:

“En primer lugar, ha de manifestarse la disconformidad con la tramitación de la Proposición de Ley Foral, con base en lo dispuesto en el artículo 148.3 del Reglamento del Parlamento de Navarra, dado que su asunción supondría una cierta disminución de ingresos en el ejercicio en curso, al producirse algún adelantamiento temporal en las devoluciones del Impuesto sobre el Valor Añadido.
Por otro lado, y sobre la base ahora del artículo 148.2 del mencionado Reglamento, ha de rechazarse la citada Proposición debido a que según el artículo 32 del Convenio Económico vigente, “en la exacción del Impuesto sobre el Valor Añadido, incluido el recargo de equivalencia, Navarra aplicará los mismos principios básicos, normas sustantivas y formales vigentes en cada momento en territorio del Estado”, limitándose la autonomía de Navarra en este impuesto a lo referente a la aprobación de los modelos de declaración e ingreso, siendo así que la modificación propuesta constituye un apartamiento de la normativa estatal en la materia.
Visto el texto de la Proposición de Ley Foral, el Gobierno de Navarra, a propuesta de la Consejera de Economía, Hacienda, Industria y Empleo,

ACUERDA

1º. Manifestar, al amparo de lo previsto en el artículo 148.2 del Reglamento del Parlamento de Navarra, la disconformidad a la toma en consideración de la Proposición de Ley Foral por la que se modifica la Ley Foral 19/1992 del Impuesto sobre el Valor Añadido.
2º. Manifestar, al amparo de lo previsto en el artículo 148.3 del Reglamento del Parlamento de Navarra, la disconformidad con la tramitación de la citada Proposición de Ley Foral, por suponer una disminución de los ingresos presupuestarios del ejercicio en curso.”

6. Análisis de la disconformidad del Gobierno

La posición del Gobierno contraria a la toma en consideración de la Proposición de ley Foral se sustenta en la redacción del Art. 32 del Convenio Económico, que establece tal como se ha expuesto más arriba,  la homogeneidad normativa en relación con el IVA estatal en virtud del criterio de asimilación de la normativa de Navarra con la del régimen tributario común aplicará los mismos principios básicos, normas sustantivas y formales vigentes en cada momento en territorio del Estado.

 No obstante, la Administración de la Comunidad Foral de Navarra podrá aprobar los modelos de declaración e ingreso, que contendrán, al menos, los mismos datos que los del territorio común, y señalar plazos de ingreso para cada período de liquidación, que no diferirán sustancialmente de los establecidos por la Administración del Estado.

La proposición de Ley Foral pretende modificar el plazo de devolución del saldo negativo de IVA para que pueda acelerar las devoluciones, y por lo tanto, que reduzca los problemas de financiación de los socios.
El criterio del Gobierno respaldado en el texto literal del Art. 32 del Convenio Económico manifiesta una posición literal y respetuosa con el texto del Convenio. Es cierto que una interpretación jurídico rigurosa exigiría establecer qué se entiende por normas sustantivas y formales en el Impuesto sobre el Valor añadido. Pero en cualquier caso, el criterio mantenido por el Gobierno que tiene como referente la idéntica regulación foral con el texto del Impuesto contenido del 115 de la  Ley del IVA estatal, avala la disconformidad del Gobierno sobre la inmodificabilidad  de la regulación sobre el IVA separándose del contenido de la Ley estatal del IVA. Al avalarlo además una praxis legislativa y administrativa que acompasa la potestad normativa a la estatal siendo el valor principal de las potestades de Navarra la capacidad de recaudación y exacción autónoma en los términos del Convenio vigente.

A lo que habría que agregar que el estrecho margen legislativo en materia de regulación del IVA, afecta tanto al legislativo navarro como al estatal, habida cuenta de que el IVA es un impuesto armonizado, tal como se desprende de las Directivas Comunitarias (últimamente, para la regulación del sistema de Caja) (Directiva 2008/112/CE).

III

CONCLUSIONES

1.ª La declaración del Gobierno ex Art. 148.3 del Reglamento de la Cámara a través de su acuerdo de 18 de septiembre de 2013, por el que manifiesta su disconformidad con la toma en consideración de la Proposición de Ley Foral fundada, por un lado en una cierta disminución o merma de ingresos en un escenario de presupuesto prorrogado y de otro, en la dicción literal del texto del Art. 32 del Convenio Económico, es una interpretación razonable que obliga en el momento presente a la homogeneidad normativa.

En definitiva, la oposición del Gobierno impide para el ejercicio presupuestario en curso la tramitación parlamentaria de la proposición de ley foral. 

2.ª La interpretación en materia del Art. 32 del Convenio Económico de Imposición indirecta, en especial del Impuesto sobre el Valor añadido, es razonable y viene avalada, además, por la asimilación normativa con la regulación estatal a través de los mecanismos legales de los Decretos de Armonización tributaria u hoy a través de la figura del Decreto-ley introducida por la Reforma del Amejoramiento de 2010 (LO 7/2010, de 27 de octubre).

Este es mi informe que, como siempre, someto a cualquier otro mejor fundado en Derecho.

Pamplona, 2 de octubre de 2013

El Letrado

Manuel Pulido Quecedo

Conforme:

El Letrado Mayor

Pablo Díez Lago
